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ASISTE: Señora Representante Margarita Percovich. 
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asesores. 


SEÑOR PRESIDENTE (Díaz Maynard).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


(Es la hora 15 y 30) 


La Comisión Especial con fines legislativos sobre las situaciones de pobreza da la bienvenida al doctor 
Santiago Pérez del Castillo, Ministro de Trabajo y Seguridad Social, a la licenciada Mariana Sotelo, al 
economista José Villar y a los señores Amadeo Pereira y Alfredo Suscena, asesores. Hemos realizado esta 
reunión a efectos de tratar algunos proyectos relativos a la temática que estudia esta Comisión. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Tengo mucho gusto de estar 
nuevamente en este ámbito 


Varios de los temas que anunciamos el 1” de mayo tienen relación con esta Comisión. Como dijimos en la 
anterior reunión, hemos dirigido el empleo a atender, precisamente, las necesidades básicas insatisfechas, la 
pobreza. Se trata de una política social que da empleo en lugar de dar dádiva asistencialista -no en el sentido 
despectivo sino como asistencia social sin retribución o sin contraprestación por parte del beneficiario-, ya 
sea alimentación o subsidio por desempleo. 


Básicamente, y siguiendo la experiencia de otros países, con este plan procuramos sustituir el esfuerzo del 
Estado para atender a la gente más necesitada por algo más sensato y racional. 


En su momento hablamos de varios asuntos a estudio de nuestra Cartera. El 1? de mayo los concretamos en 
esta medida en virtud de dos o tres seminarios que tuvimos en el ínterin entre la última visita a esta Comisión 


y esa fecha. El resultado de dichos seminarios fue concretarnos en estos planes de empleo de emergencia, en 
buena medida, porque también se juntó el esfuerzo que venía haciendo el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para una cobertura alimentaria a cambio de ocupación. 


Entonces, hicimos converger los planes de ese Ministerio con los nuestros, y elaboramos el Plan de Obras 
Comunitarias, que será difundido con más detalle dentro de quince o veinte días, cuando las primeras 
personas ya estén trabajando. 


Se trata de un plan piloto, que va a comenzar en el departamento de Río Negro. Ya firmamos el convenio 
marco con el Intendente de este departamento y ahora tenemos que hacer un anexo en el que se especifiquen 
exactamente los detalles, sobre todo, a quién va dirigido el plan. Después, seguiremos en Soriano y, 
seguramente, en Durazno y en Maldonado. En estos cuatro departamentos vamos a procurar dar este tipo de 
ocupación transitoria con un nivel de retribución de un salario mínimo y medio. Todavía tenemos que definir 
si va a tener o no exoneración de aportes personales de seguridad social; me inclino porque así sea y, 
seguramente, la tendremos. También necesitaríamos una norma legal para exonerar el aporte patronal del 
adicional de la cuota mutual, en virtud de que pensábamos hacer la asistencia de enfermedad a través de los 
hospitales de Salud Pública y no de las instituciones de asistencia médica colectiva. 


No sé si el señor Presidente quiere que me explaye en esto; yo preferiría hacerlo en conjunto con el señor 
Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, ya que soy un coprotagonista de esta 
iniciativa. No me gustaría mencionar algunos aspectos, entre otras cosas, porque todavía los tenemos que 
definir. En el día de hoy me acompañan dos técnicos que están trabajando en conjunto con el señor Jorge 
Bertullo y la señora Andrea Berdía, asistentes sociales de esa Cartera. 


Este plan lo vamos a hacer en forma muy coordinada con las Intendencias; para cada una de ellas tendremos 
un convenio específico. Probablemente, cada departamento tendrá diferenciaciones, lo que nos va a permitir 
repicar en otros departamentos las mejores experiencias y, de alguna manera, hacer competir distintos planes. 


Estamos ilusionados con este proyecto. Necesitamos el aporte del Fondo de Reconversión Laboral, 
administrado por la Junta Nacional de Empleo. En este sentido, estamos conversando con las 
representaciones sectoriales. Hoy de mañana lo hicimos con el PIT-CNT; la semana pasada estuvimos 
hablando con las Cámaras en representación empresarial. Tanto una representación como otra tienen algunas 
condiciones previas para poder habilitar el uso del Fondo de Reconversión Laboral. Mientras tanto vamos a 
usar fondos que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente tiene habilitado por 
el Ministerio de Economía y Finanzas para tal finalidad, más el aporte de las propias Intendencias. 


También me gustaría hablar algo de los otros tres proyectos. Estoy tratando de que esto sea objeto de 
comentario en conjunto con el señor Ministro Írureta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Ministro ha sido muy explícito con respecto a esos proyectos y 
además existen documentos escritos al respecto. Por consiguiente, pienso que es propicia la 
oportunidad para referirse a otros temas de la Cartera, sobre los cuales el señor Ministro señaló que 
estaban en estudio o avanzados, y que son los que en lo personal me parecen más interesantes, es decir, 
que podamos colaborar en la gestación de otros proyectos que tengan relación directa con el área de 
esta Comisión. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Los otros tres proyectos que 
anunciamos el 1” de mayo eran los siguientes: uno sobre protección del salario; otro era sobre la 
modificación del tiempo de trabajo, es decir, las limitaciones y adaptación del tiempo de trabajo a las 
necesidades de la empresa y del trabajador; el tercero refiere a exoneraciones patronales, es decir, 
como un incentivo al empleo. 


Hay un cuarto proyecto que no lo anuncié el 1% de mayo pero que está gestándose porque es ineludible, que 
refiere a alguna modificación a la ley de empleo para hacer viable el uso del Fondo de Reconversión Laboral 
y también para incluir alguna exoneración de carácter previsional para este tipo de empleo de emergencia. En 
este momento la Junta Nacional de Empleo está reunida tratando ese tema. 


El proyecto de protección del salario recoge varias iniciativas. Una de ellas es de la autoría del señor 
Presidente, otra es del señor Diputado Falco y existe otra más que es de la bancada del Foro Batllista. 
Conseguimos como seis o siete antecedentes. 


El lunes de semana santa el señor Ministro Atchugarry tuvo la iniciativa de que enviáramos ese proyecto, y 
hace ya bastante tiempo que lo venimos estudiando y ampliando. Básicamente, ese proyecto incluye tres o 
cuatro grandes componentes. Uno es la limitación general de descuentos sobre el salario de un trabajador o 
de un pasivo. Allí se recogió una idea que proviene de un abogado del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social que está en Comisión de Industria y que refiere a que el 70% del salario, como máximo, sea objeto de 
descuentos para atender el pago de créditos que el trabajador o el pasivo pueda haber contraído con 
instituciones habilitadas a retener del salario o de la pasividad. El problema es conocido por todos ustedes. 
Con frecuencia ha habido funcionarios del sector público, empleados privados o también pasivos que tienen 
totalmente consumido su retribución o ingreso por ese tipo de descuentos. La idea es que ese tipo de 
descuentos, en total, no supere el 70% del ingreso respectivo después de haberse hechos los descuentos 
previsionales y de impuestos al respecto. Por lo tanto, esto genera que habrá un 30% de libre disponibilidad, 
pero del líquido y no del nominal. Un 70% del líquido es bastante menos que un 70% del nominal. 


Me alegra poder hablar de esto en el Parlamento por primera vez y con más lujos de detalle. Hemos hablado 
mucho con las entidades gremiales habilitadas y con las instituciones habilitadas. En concreto, con la 
Federación Uruguaya de Cooperativas de Ahorro y Crédito, con la Confederación Uruguaya de Cooperativas, 
con ANDA, con el Banco de la República, con el Banco de Previsión Social y también con la Caja Bancaria y 
el Banco de Seguros del Estado. En base a esas conversaciones hemos armado un segundo gran componente 
de este proyecto que consiste en un orden de prevalencia y en un orden de prioridad. El orden de prevalencia 
establece los distintos descuentos a partir de las pensiones alimenticias y pasa por la garantía de alquileres de 
la Contaduría General de la Nación, de ANDA; también pasa por la devolución de los préstamos sociales del 
Banco de la República. En este momento, no sé exactamente el orden. Dejo en poder de la Comisión un 
proyecto que enviaremos esta semana al Poder Ejecutivo. 


Con esfuerzo, hemos ordenado esas prevalencias: pensiones alimenticias, precio del arriendo u otras 
obligaciones, préstamos sociales del Banco de la República, préstamos del Banco Hipotecario, operaciones 
de crédito, ahorro o cuotas y partes sociales por cooperativas u otras instituciones legalmente habilitadas al 
efecto, préstamos otorgados a sus afiliados por los organismos previsionales públicos estatales o no estatales, 
incluidos los servicios de retiro y pensiones militares o policiales, cuota por afiliación, institución o asistencia 
médica colectiva por los organismos públicos respecto a los funcionarios que así lo solicitaren, aportes a las 
sociedades administradoras de fondos complementarios de seguridad social y otros créditos que según las 
normas aplicables o el derecho común puedan ser cancelados mediante los descuentos en los ingresos 
derivados de contrato de trabajo. 


Este orden de prevalencia del artículo 4” se completa con un orden de prioridad, en el caso en que dentro de 
un mismo orden de prevalencia -por ejemplo, dentro del punto sexto- existan varias instituciones 
concurrentes. Para ello, está el artículo 5” que establece un orden de prioridad. Este orden puede sorprender 
un poco, porque no es el "prior tempore, potior jure", propio del derecho común, sino que es la fecha en que 
la entidad acreedora habilitada comenzó a operar con el empleador obligado a la retención. El criterio de 
postergación de quien llega primero, cobra dinero -tradicional en el derecho común-, sustituido por la fecha 
en que la entidad acreedora habilitada comenzó a operar con el empleador, es algo que nos solicitaron todos. 
Para el caso de las pasividades o de ANDA, la cantidad de operaciones simultáneas es enorme y es imposible 
establecer un orden de prioridad cronológico o por orden de llegada, porque en un mismo día llegan un 
montón. En general, todos estaban de acuerdo con esto. 


Sin perjuicio de ello, completamos este orden de prioridad con otra serie de criterios complementarios - 
resultado de haber estado escuchando; sin duda que uno siempre aprende mucho-, que pueden ser útiles para 
la reglamentación o para la división jurisdiccional en caso de conflicto. Esos criterios -que están señalados en 
la segunda parte del artículo 5”- hacen referencia, en primer lugar, a la fecha en que se hubieren comunicado 
las operaciones y, en segundo término, al uso y costumbre cedido al respecto por la empresa u organismo 
obligado a retener. Este es un criterio que tienen casi todas las grandes empresas. Por ejemplo, CUTCSA o el 
Banco de Previsión Social tienen establecido un orden de prioridad propio para dar una solución práctica a la 
situación actual. Nosotros dijimos que no queríamos modificar lo que venía caminando bien en el pasado. En 
tercer lugar, refieren a la menor tasa de interés cobrada por la entidad acreedora en los préstamos. En cuarto 


lugar, a la existencia de un vínculo de índole laboral con naturaleza análoga entre el universo de afiliados de 
la entidad acreedora y la empresa u organismos obligado a descontar. Esto tiene que ver, por ejemplo, con 
que la cooperativa ANCAP tenga prioridad sobre otras en el caso de los funcionarios de esta administración. 
En quinto lugar, al siguiente destino del préstamo o la naturaleza del bien comprado por el trabajador. En 
último término, a la fecha de la norma legal que habilita a la entidad autorizada a solicitar retenciones. Es 
decir, las cooperativas más viejas también podrían hacer valer este último criterio. Esto es para la 
reglamentación y para el caso de problemas. En principio, los problemas tendrían que estar solucionados con 
el orden de prevalencia. Si no lo están, el orden de prioridad le da prioridad en el tiempo a la entidad 
acreedora que con más antigiiedad esté funcionando con el empleador. 


El artículo 6” establece una vía jurisdiccional para lo cual contamos con el apoyo invalorable del doctor 
Alejandro Abal, quien prácticamente es su redactor, a pesar de que le dije que no le iba a atribuir 
responsabilidades si había alguna dificultad. 


En este proyecto también establecimos otras cosas que tienen su fundamentación. 


El artículo 9” establece la obligación por parte del acreedor, del trabajador, con derecho a retener. Hay que 
averiguar cómo está esa persona antes de dar el crédito. Debe existir una investigación del crédito, como hace 
cualquier acreedor con respecto a alguien a quien le va a dar crédito, de forma que el patrono de ese 
trabajador que está pidiendo un crédito tenga la obligación de dar información a esa cooperativa que está 
recibiendo a una persona para comprar algo en base a la garantía que su salario le pueda dar. 


En el Capítulo II se hace referencia a la extensión de todo esto a los jubilados. Este Capítulo tiene una 
redacción derivada del Banco de Previsión Social; el texto que nos envió el Directorio del Banco de 
Previsión Social prácticamente no tiene ajustes. 


En el Capítulo II se hace referencia a la ratificación de algunos criterios en materia de protección del salario, 
como la inembargabilidad. 


Hay algunos puntos que refuerzan el control de la Auditoría Interna y el Banco Central de este tipo de 
instituciones. 


En el Capítulo IV incluimos un artículo muy importante, de mucha urgencia, que tiene que ver con la 
posibilidad de las cooperativas de ahorro y crédito de retener de las retribuciones de los trabajadores y de la 
suma de pasividades, hasta un 20% en conjunto. Este tema ha dado dificultades en los últimos meses en el 
marco del Banco de Previsión Social, en virtud de que este encontró que no existía norma legal habilitante 
para efectuar retenciones para muchas de las cooperativas de ahorro y crédito, excluida COSSAC. 


A partir del artículo 18 viene una serie de normas que recoge textualmente un acuerdo entre la Auditoría 
Interna de la Nación y las cooperativas de ahorro y crédito para la reglamentación del funcionamiento de las 
mismas. Los artículos 18, 19, 20, 21, 22, 23 y 24 son la reiteración exacta de ese proyecto, consensuado por 
la Auditoría Interna de la Nación, que hace referencia a las cooperativas de ahorro y crédito. 


El Capítulo V incluye a los hogares de ancianos, facultados a ordenar la retención sobre las pasividades de 
los asistidos o pasivos que viven allí. Esto tiene origen en otro proyecto distinto al del Banco de Previsión 
Social. 


Esto, en grandes líneas, es el contenido del modesto proyecto de ley. Creo que hay algunas cosas que son más 
urgentes que otras como, por ejemplo, la aprobación del artículo 17 que habilita a las cooperativas de ahorro 
y crédito. Acá siempre hemos tratado de hacer compatible el interés de los trabajadores en obtener un crédito 
con el interés social de que este tipo de instituciones se mantengan habilitadas para otorgar estos préstamos 
que, sin duda, son socialmente útiles. 


SEÑOR DÍAZ.- El señor Ministro habló de la posibilidad de retención para las personas de edad que 
están recibiendo atención en determinados hogares de ancianos. Debemos tener atención con eso. Hay 
dos cosas que son graves. En primer lugar, que al anciano se le retenga de sus haberes por parte de 
otras personas, familiares o lo que fuere, y que no pueda cumplir con sus obligaciones. En segundo 
término, tampoco se debe dar el derecho indefinido a que esas personas, esos institutos, se queden con 


parte del ingreso. Me parece que habría que perfeccionar una norma de ese tipo y buscar alguna 
garantía para que el Estado le cumpla un servicio al anciano. 


No dejo pasar esto por alto. Debemos poner atención cuando llegue el momento de tratar ese tema. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- En el artículo 25 se hace referencia a 
la ley que establece el marco regulador de dichos hogares de ancianos y, al mismo tiempo, al control 
que efectúa el Banco de Previsión Social sobre ellos. Si el hogar de ancianos no está registrado, no 
tendrá posibilidades de tener esta atribución. 


SEÑORA PERCOVICH.- Me gustaría que el señor Ministro leyera las versiones taquigráficas de la 
Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración del año pasado, que estuvo 
meses con este tema, a raíz de una modificación de la ley madre del Banco de Previsión Social para 
modificar los topes de ANDA. A raíz de eso ingresamos en toda la investigación de lo que significa las 
retenciones en los sueldos, ya que hay gente que prácticamente no cobra su salario. Sería bueno que las 
versiones taquigráficas se remitieran al Ministro, porque algunos aspectos de este proyecto están en 
contradicción con otros sobre los que los legisladores de todos los partidos habíamos llegado a un 
consenso interesante. Advierto que hay una cantidad de artículos que estarían en contradicción con 
algunas líneas que fuimos definiendo para el tema. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Lo analizaremos con mucho gusto. 


Reitero que este proyecto ha sido ampliamente reconocido. He tenido muchos insumos de ANDA, de las 
cooperativas de ahorro y crédito, de las cooperativas de consumo y del Banco de Previsión Social. Creo que 
es una obligación ineludible del Poder Legislativo y del Poder Ejecutivo -colegislador- dar una solución 
rápida a este tema. Hoy le hemos acercado el proyecto al PIT-CNT para que nos dé sus puntos de vista. Creo 
que desde el primer momento hemos tratado de hacer algo que no sea un entrado a "fórceps" dentro de una 
realidad social que hoy existe. Sin duda -como suele ocurrir-, a veces un derecho limita el derecho del 
prójimo. Vamos a leer las versiones taquigráficas de las Comisiones parlamentarias respectivas para tener en 
cuenta si efectivamente pasa o no. 


El segundo proyecto tiene que ver con la exoneración patronal de aportes jubilatorios, de seguro de 
enfermedad y la diferencia de cuota mutual durante seis meses en este caso -en el primero, durante doce 
meses- para nuevos empleos. En ninguno de los dos casos se exonera el aporte obrero. Nos parece que esto 
quizás tenga más eficacia que otras normas legales que en el pasado establecieron exoneraciones de esa 
índole, porque las circunstancias actuales en materia de tasa de desempleo son distintas. Esperemos que con 
la aprobación de esa norma, que ya llegó al Poder Legislativo, también tengamos un incentivo útil para el 
empleo. 


La tercera norma tiene que ver con la adaptabilidad del tiempo de trabajo con más comodidad. La elaboramos 
a partir de la directiva de la Unión Europea, en la que se mantiene la limitación del tiempo de trabajo diaria, 
semanal, pero se admite la posibilidad de compensaciones entre un día y otro. El ejemplo más típico es la 
imposibilidad actual de que si alguien trabaja hoy doce horas y mañana doce horas, van a haber cuatro horas 
extras hoy y cuatro mañana, con independencia de que el resto de la semana no trabaje. 


Esto genera una serie de costos adicionales y rigideces, que podían ser lógicas en el momento en que se 
redactaron las leyes actuales de jornadas de trabajo -a principios del siglo XX- pero ningún país en la 
actualidad las mantiene con esa enorme rigidez. No hay más que leerlas -fueron leyes pioneras en el mundo, 
no solo en Uruguay- para advertir la descripción del tipo de beneficiario, como el carrero de playa, y una 
serie de otras profesiones que ya no existen más desde hace muchos años. 


Creo que esto hace mucho bien al mercado de empleo. No debemos impedir el correcto funcionamiento del 
vínculo entre las partes, sobre todo cuando una de ellas está garantizada por un convenio colectivo, si 
procuramos solamente una protección quizás a veces romántica, un poco histórica, del individuo aislado e 
indefenso. Creo que la tendencia moderna es, por un lado, hacer compatible la mayor comodidad de ambas 
partes en la distribución del tiempo de trabajo -esas cuarenta y ocho horas semanales- y, por otro, la 


limitación de ocho horas diarias para impedir excesos, aun cuando el individuo los acepte y en ese caso siga 
siendo una ley de orden público. 


Además, esta norma incluye aspectos que hoy la legislación no tiene, como una duración mínima entre el fin 
de una jornada y el comienzo de otra siguiente de doce horas. Lo más llamativo que tiene es esa posibilidad 
de compensaciones entre jornadas, que ya poseen todos los países europeos desde hace tiempo. Creo que a 
Uruguay también le hace bien "aggiornarse" en ese punto; puede incluirse como un factor de mejora del 
empleo y, en general, los manuales en materia de empleo incluyen cosas de esta índole. 


Acá no estamos hablando de contrato de duración determinada, que es otra de las cosas tradicionales que se 
ha hecho como reforma laboral para agilitar el mercado de empleo, sobre todo en cuanto a que el empleador 
tenga menos temor de contratar más gente, porque no tiene la cortapisa o el problema de que el día de 
mañana tiene que pagar despidos o estabilidades difíciles de "zafar". Eso no lo tenemos todavía y no sé si lo 
vamos a tener algún día, entre otras cosas porque la contratación por tiempo determinado en Uruguay no 
tiene norma alguna y no hay nada que lo impida, pero este tipo de adaptación del horario sí lo tiene; la 
movilidad de horario es algo que tiene cortapisas. Hoy, con mucha frecuencia se efectúan en la práctica, pero 
en forma ilegal. La idea es legalizar algo que ocurre en la práctica y, además, legitimar con una norma legal 
que lo haga viable y que al mismo tiempo sirva para controlar. Esta norma surge sobre todo en la Inspección 
de Trabajo, no solo en lo que tiene que ver con las jornadas sino también con los descansos y las vacaciones. 
Por ejemplo, las actuales normas relacionadas con las vacaciones impiden que uno vaya tomando a cuenta de 
sus vacaciones los días francos. Actualmente, el empleador que concede ese día franco puede tener una multa 
y además pagarlo doble por una serie de circunstancias. 


Estas son las tres grandes normas legales que anunciamos el 1” de mayo. La cuarta norma se refiere a la 
modificación de la ley de empleo para hacer viable el uso del Fondo de Reconversión Laboral para 
programas de empleos directos o de emergencia, no "in totum", pero sí en parte a fin de poder cofinanciar 
aportes de otras índoles que en este momento estamos considerando para entrar a ejecutar tales programas. 
Asimismo, estamos estudiando alguna norma más en esa misma línea que pasa por las exoneraciones de 
índole previsional. 


SEÑORA PERCOVICH.- Me gustaría que el señor Ministro precisara cómo están pensados los grupos 
objetivo a que apuntan los proyectos, es decir, si existe una priorización de tipo territorial; el señor 
Ministro señaló algunos departamentos que quizás no coincidan con los que tienen mayor índice de 
desocupación. 


Por otra parte, tenía entendido que el señor Ministro también concurría a dar su opinión sobre el proyecto 
presentado por la señora Diputada Topolansky. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No está expresamente dicho aunque, por supuesto, la señora Diputada puede 
hacer las preguntas que estime pertinentes. 


SEÑORA PERCOVICH.- No lo sabía. 


Como la señora Diputada Topolansky nos dio algunos datos muy interesantes que le proporcionó el 
Ministerio relacionado con los costos y como estamos discutiendo ese proyecto, me hubiera gustado escuchar 
la opinión del Ministerio y su evaluación al respecto, porque la viabilidad de los temas contenidos allí es 
central. 


Por último, quiero preguntar acerca de un tema que no está relacionado directamente con el empleo, aunque 
sí con el Ministerio. Me refiero a la reproducción de la pobreza, tema que tiene que ver con las competencias 
de esta Comisión. Muchas funcionarias de las Cajas Paraestatales que han quedado privadas de su licencia 
maternal debido al artículo 169 de la Rendición de Cuentas nos han expresado su preocupación. Las 
legisladoras estamos muy preocupadas por esto porque se trata de un sector de mujeres que trabaja en la 
educación y nos parece especialmente importante protegerlo para no recortar sus posibilidades de 
maternidad. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- En cuanto a la territorialidad debo 
decir que en su momento estudiamos la distribución de un fondo general que pensábamos crear en 
base a distintos criterios y por departamento. Se trataba de un indicador que consideraba tres 
variables: el nivel de cesantes en cada departamento, el nivel de desempleados jefes de hogar y el 
número de hogares con ingresos per cápita inferiores a 10 Unidades Reajustables. En base a esas tres 
variables elaboramos una tabla; no es que actualmente la hayamos dejado de lado, pero quizás no la 
estemos usando. 


La tabla nos indica que en Montevideo hay un 39,18% del fondo adjudicado para empleos de emergencia, 
para Canelones 14,38%, para Maldonado 5,72%, para Colonia 4,58%, hasta llegar a Flores con 0,84%. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el caso de Río Negro ¿cuál es el porcentaje? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Para Río Negro el porcentaje es de 
1,13%. 


Sin embargo, tuvimos algunas dificultades. No tuvimos conformado el fondo para empezar a distribuirlo, 
pero sí tuvimos la visita del Intendente de Río Negro, que fue el primero y se presentó con un proyecto 
pronto que, además, fue elaborado por Notaro, que es el que más sabe en esta materia en el Uruguay. Dijimos 
al Intendente que esa iniciativa nos parecía fantástica y que la apoyaríamos. Después de eso, cuando 
habíamos decidido apoyar este proyecto, aun cuando no estaba muy bien compatibilizado con nuestra 
iniciativa, pregunté al Intendente de qué partido era. Me dijo que era colorado y de la Lista 15. Resultó 
curiosamente que era del mismo Partido que el Presidente de la República. Por supuesto, no miramos 
partidos ni nada que se le parezca; es más, en el proyecto de Río Negro y también en el de Soriano se 
establece que la selección de los beneficiarios dentro de cada uno de los proyectos se deberá hacer por sorteo 
y ante escribano público. 


Además, aunque no fuera así, quisimos empezar, porque si fuéramos a esperar a contar con US$ 10:000.000 
para gastar no comenzaríamos nunca; en cuanto tuvimos US$ 1:000.000, empezamos, en primer lugar, 
porque este tema tiene mucho que ver con el invierno y, en segundo término, porque a pesar de que los 
estudios nos mostraban esta distribución muy prolija, nos parecía mejor empezar con intervenciones 
puntuales en algunos departamentos a modo de plan piloto para luego ir repicándolos. Es decir, el 
movimiento se demuestra andando, por lo que nos pareció mejor empezar a andar. 


En el caso de Montevideo, firmaremos en estos días un convenio que está patrocinando la Unión Europea 
relacionado con la periferia urbana, que probablemente lo conozcan. 


Además, estamos coordinando con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
algo que tanto ellos como nosotros teníamos pronto, por lo que tuvimos que dejar de priorizar -no dejar de 
lado- algunas cosas respecto de otras. 


Consideramos que la focalización del beneficiario es un tema fundamental y en el cual hemos trabajado 
bastante. La población objetivo está constituida por desocupados jefes de hogar que se encuentren cesantes 
por más de seis meses. Esta condición de elegibilidad establece un período mínimo de cesantía y se 
fundamenta en la necesidad de focalizar el programa ante quienes presentan mayores dificultades de 
reinserción laboral y que según el régimen vigente han agotado el beneficio del seguro de desempleo. 


La información disponible para el 2002 muestra que la cesantía entre los jefes de hogar registró un 
significativo incremento del 21,4% respecto del año anterior, más que duplicando el 9,7% registrado para el 
promedio de la economía. Los antecedentes proporcionados por la Encuesta Continua de Hogares del 2001 
muestran como característica general que los cesantes jefes de hogar están constituidos por hombres en un 
57,7% y por mujeres en un 42,3%. 


Asimismo, se establece que un 61,3% solo registra hasta tres años de estudios secundarios y una 
disponibilidad total para empezar a trabajar. Tales características actualizadas con la información del 2002, 
servirán para monitorear a la población beneficiaria que participe en el programa. g La aplicación del criterio 
de jefatura de hogar, como primera condición de elegibilidad para el programa, implica orientarlo hacia un 
20% del total de desocupados, es decir, alrededor de cuarenta y cuatro mil personas. Adicionalmente, la 


aplicación de criterios de priorización por edad y duración en el desempleo superior a los seis meses, 
concentraría la población de beneficiarios potenciales entre dieciocho mil y veintiún mil personas. Como 
criterio adicional de priorización se considerará, además, el nivel de ingresos de los potenciales beneficiarios 
si fuere necesario. Actualmente, con el aporte del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, estamos teniendo en cuenta el número de hijos. 


Para resumir, diría que se tendrá en cuenta a los desocupados de larga duración, es decir aquellos que tengan 
una cesantía superior a los seis meses, padre o madre de familia, quizás, con más de dos hijos. Estas personas 
serán designadas por sorteo, fiscalizadas por el escribano de la Intendencia y controladas por el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. Esta medida, reducirá los 240.0000 desempleados, prácticamente, en un 10% del 
total. Este sería el porcentaje que englobaría a aquellas personas que tienen opción de entrar en este tipo de 
planes, en virtud de los descartes que se realizará. 


También podemos referirnos al tema del salario: un salario mínimo y medio. Quisiera reiterar que algunas 
Intendencias como la de Soriano y Maldonado han elaborado sus propios proyectos y al acercarse a nosotros 
están buscando papeles de este tipo e ingresos del Estado nacional. Lo que sucede es que en estos proyectos 
se incluye desde un salario mínimo y medio hasta mucho más. Eso se puede observar con la operación 
barrido de limpieza de otoño de la Intendencia Municipal de Montevideo, la cual tiene un nivel de salario 
mucho más alto. En lo personal, creo que ese nivel de salario es demasiado alto y, por dos motivos. El 
primero de ellos es que deja afuera a mucha gente que podría tener una oportunidad de trabajo, ya que si el 
nivel salarial fuera menor se podría duplicar el número de beneficiarios. Y el segundo es que tener un ingreso 
tan alto tiene un riesgo. Esto nos lo han dicho cuatro técnicos de la OIT que nos han dado una mano en este 
tema. Además, cuando estuvimos en Chile nos dijeron que el nivel de retribución, claramente, no puede ser 
competidor de los ingresos mínimos. ¿Nosotros aquí con quiénes competimos? Lo hacemos con los 
operadores de semáforos o con los malabares. Para que esto se entienda mejor puedo mencionar los salarios 
de referencia. Por ejemplo, un trabajador entre 14 y 19 años percibe $ 2.500 líquidos mensuales; un 
trabajador no calificado, $ 3.400 líquidos; el servicio doméstico, $ 3.383 y un trabajador con primaria 
incompleta $ 4.000. Es decir que nosotros focalizamos nuestro beneficiario con estos planes, haciendo que el 
ingreso, rápidamente, sea dejado de lado porque tiene otro estable. No digo formal porque lo nuestro también 
lo será. De esta manera, al tener un nivel de retribución de un salario mínimo y medio, se propicia que haya 
un incentivo importante para irse. Esto, sobre todo, esta focalizado para las madres de familia o jefas de 
hogar que tienen dos o tres hijos, que muchas veces no reciben el ingreso de un varón en su hogar, que viven 
en condiciones muy precarias, cobrando solamente la asignación familiar y no por ser trabajadora 
subordinada. El sábado pasado estuve toda la tarde en un barrio de Montevideo en el que de un lado había 
ranchitos que ni siquiera eran de lata y del otro las propias mujeres estaban construyendo las viviendas; los 
hombres que se encontraban allí eran solamente dos y eran albañiles de la construcción. Las mujeres estaban 
trabajando a la par o mejor que los propios albañiles, que eran las personas contratadas. Creo que ese tipo de 
mujer es la beneficiaria primaria de todo esto. ¿Por qué digo esto? Porque este tipo de persona lo único que 
cobra actualmente es la asignación familiar. De esta manera no la va a dejar de cobrar, pero va a pasar de 
categoría porque va a percibir una asignación familiar de trabajadora subordinada. Nosotros, al incluir 
seguridad social y aporte obrero, estamos otorgando prestaciones de actividad, es decir, la asignación 
familiar. El seguro de enfermedad no lo incluimos porque estas personas serían atendidas en Salud Pública. 
Además, en caso de que en el resto del año hayan tenido, aparte de los cinco meses de empleo transitorio otro 
más, tendrán derecho al seguro de paro, aparte del cómputo jubilatorio futuro y de la prestación por 
maternidad, en virtud de que son afiliadas al BPS. El gran problema que tenemos es el del papeleo 
administrativo. Esperamos que las instituciones sociales, las Organizaciones No Gubernamentales o 
Comisiones barriales puedan dar una mano. En este sentido nos viene bien tener a estas mujeres en planilla 
porque podemos cruzar datos con el BPS para realizar la asistencia. 


Hay un montón de problemas y debemos analizar como podemos resolverlos en Uruguay. En otros países de 
América se ha ido haciendo camino al andar. 


Para referirme a la pregunta relativa al tema planteado por la señora Diputada Topolansky me gustaría, si es 
posible, venir otro día. Además, me gustaría contar con los comentarios de la señora Diputada con respecto a 


lo que nosotros le enviamos. 


(Interrupción del señor Presidente) 


El otro tema es muy importante y lo tenemos a estudio, inclusive, hemos conversado sobre él con el 
Directorio del Banco de Previsión Social. Allí hay una laguna que, de alguna manera, hay que superar; es 
decir, que lo pague el Banco de Previsión Social o la Caja Paraestatal y yo me inclino por lo segundo. Pero, 
de todos modos, no quiero adelantar, aunque se trata de un tema que tenemos en la mira. 


SEÑOR DÍAZ.- Quisiera hacer dos preguntas de fondo, cuyo tema, naturalmente, no tiene porqué ser 
agotado en el día de hoy. Simplemente quería plantearlas porque, como el señor Ministro hace pocos 
meses que está realizando su gestión -esperemos que sea prolongada y fructífera- nos gustaría saber 
sus orientaciones 


En primera instancia, me gustaría saber si el señor Ministro es partidario de seguir utilizando la exoneración 
de aportes al BPS como instrumento de política salarial. En este sentido, voy a adelantar mi posición: creo 
que los resultados han sido exiguos y los daños a la economía del país cuantiosos. Como veo que en este 
proyecto se prosigue en esa línea de acción, no le estoy pidiendo definiciones categóricas ni definitivas sino, 
simplemente, una aproximación al tema. 


El segundo tema que me despierta cierto interés es que no deja de ser paradojal que en un proyecto de la 
naturaleza del que está manejando el señor Ministro se plantee un salario que es el 1,5% de ingreso del 
salario mínimo nacional. Por supuesto que no soy partidario de aumentar en forma importante el salario 
mínimo nacional en este momento, porque creo que la emergencia hace que prioricemos el empleo por sobre 
el poder adquisitivo del salario, y ambas cosas no se pueden hacer a la vez. De todos modos, creo que el país 
debería estar empezando a llevar una política de muy largo plazo que nos permitiera desindizar el salario 
mínimo nacional de tantos factores de la economía a los que lo tenemos vinculado. Eso no se puede hacer en 
un día; no estamos en condiciones de asumirlo de un día para otro, pero sí de asumir una larga política de 
mucho esfuerzo. Inclusive, hay alguna norma constitucional, que todos conocemos, que nos crea dificultades 
en esta materia. Entonces, me gustaría conocer -no sus posiciones definitivas- sus reflexiones sobre estos dos 
puntos. Hace un momento leí todas las comparaciones de salarios y pude observar que hoy en día una 
doméstica, felizmente, gana dos o tres salarios mínimos nacionales. Por lo tanto, me gustaría escuchar algo 
sobre este tema en esta oportunidad, ya que es la primera que tengo de coincidir con el señor Ministro en una 
Comisión. 


También me gustaría escuchar alguna reflexión sobre el otro aspecto, porque tenemos un Banco de Previsión 
Social que percibe un 55% de aportes del Tesoro, lo cual crea una base impositiva muy complicada para el 
Estado, sobre la base del IVA. 


(Diálogos) 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- En relación a la primera pregunta, 
también yo tengo mis dudas sobre la eficacia de este tipo de incentivos. Vamos a ver cómo funciona; 
pienso que ustedes tienen todas las posibilidades de crear alguna alternativa diferente. En ese sentido, 
ofrezco nuestros estudios sobre incentivos a la contratación, para focalizar mejor el tema. Si se 
determina una exoneración patronal al barrer, para todo el mundo, incluyendo a la industria 
manufacturera exportadora -actualmente con un tipo de cambio positivo, mucho mejor que el de hace 
un año-, quizás, se estaría incentivando algo que no requeriría de este tipo de andadores. Estoy 
pensando en voz alta. 


Entonces, veremos lo que sucede; a nadie le amarga un dulce. Piénsese, sobre todo, en comercio y en 
servicios que no tenían la exoneración patronal que hoy existe. La exoneración patronal para la industria 
manufacturera -me refiero a la que se está agregando- incide por la diferencia de la cuota mutual, y nada más. 
La industria ya tiene - desde hace un tiempo- exoneración patronal jubilatoria pero, ¿necesita la diferencia de 
la cuota mutual? Estoy seguro de que algunas industrias sí; pero la industria exportadora con un atraso 
cambiario muy grande ya estaba entonada desde antes. Ahora bien: los sectores comercio y servicios se 
"agarraron" a esto como algo impresionante, porque no tenían exoneración alguna. Además, se trata de un 
sector intensivo desde el punto de vista de la mano de obra y con una alta tasa de desocupación. Entonces, a 
esto se le hubiera podido poner nombre y apellido: comercio y servicios. 


No estoy diciendo nada definido ni terminado; seguramente, me estoy equivocando en muchos casos 
puntuales. 


SEÑOR DÍAZ.- Mi concepto es el siguiente. Creo que hemos hecho dos cosas mal: bajar los aportes y 
la forma en que lo hicimos, que es mucho peor. Hemos bajado los aportes para los sectores de la 
economía que no tienen capacidad de respuesta en materia de empleo -no la tienen en ninguna parte 
del mundo-, como son el agro y la industria. No hay economía en el mundo que esté mejorando el 
empleo a través del agro y la industria. 


En definitiva, hemos ocasionado un perjuicio en materia de recaudación y no hemos aumentado el empleo 
porque, precisamente, no bajamos los aportes a los sectores que eventualmente podrían incrementarlo: el 
sector servicios que brinda siete de cada diez empleos. 


Si bien este no es el tema que nos convoca, creo que deberíamos mantener alguna conversación al respecto. 
En lo personal, creo que tendríamos que trabajar mucho en esta materia desde el punto de vista legislativo. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- ¿No será que cuando el legislador 
estableció esa exoneración quiso hacer una mejora de la competitividad y no tanto un incentivo al 
empleo y, en defintiva, fue un encubierto reintegro a la exportación o una encubierta compensación al 
atraso cambiario? 


SEÑOR DÍAZ.- También en este último aspecto deberíamos reflexionar, porque bajamos los aportes y 
no aumentamos las exportaciones ni la competitividad exportadora. El hecho macroeconómico siempre 
va por encima de los voluntarismos políticos y de los gobiernos. 


Faltaría contestar lo relativo al Salario Minimo Nacional. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Sobre ese punto, creo que tiene razón 
el señor legislador: hay que andar con cuidado en el futuro en cuanto a seguir calzando cosas en el 
Salario Mínimo Nacional. En su momento se estudió la posibilidad de usar, por ejemplo, el nivel de 
indigencia, que es parecido a un mínimo nacional -un poco menos: algo más de $ 900-; entonces se 
pensó en dar eso y algo más, pero era una complicación imponente. Si no recuerdo mal, el proyecto de 
la señora Diputada Topolansky habla de esto. Adviértase que al establecer el nivel de indigencia nos 
remitiríamos a otra autoridad; entonces esto otro era más cómodo. 


SEÑOR CONDE.- Quiero confesar que tengo una predisposición negativa a la flexibilización o 
adaptabilidad de los horarios que, tal como se ha referido, figuraría en el proyecto que el señor 
Ministro va a enviar. Tengo la impresión de que esto va a dar al sector patronal la facultad de hacer 
trabajar a los trabajadores la misma cantidad de horas, pero evitando el pago de horas extras. 
Entonces, por la vía de los hechos, vamos a terminar en una rebaja salarial con otro tipo de 
repercusiones porque, cuando opere y ello comience a reflejarse en el cálculo de la masa salarial, dicha 
rebaja repercutirá en una nueva caída del salario promedio. Como todos sabemos, al incidir en el 
Índice Medio de Salarios, eso también repercute en la caída de otros ingresos fijos, como las 
pasividades. Entonces, me parece que detrás de la idea de modernización hay una nueva 
implementación de herramientas a favor del empleador para bajar el nivel de ingreso actual de los 
trabajadores. 


Comprendo que se diga que, de alguna manera, se toma el ejemplo de sociedades más avanzadas, como la 
europea. Pero los niveles de desocupación de Europa son la tercera parte de los que tenemos actualmente 
aquí y los ingresos son mucho mayores. Por lo tanto, las realidades son tan distintas que no veo que pueda 
tomarse válidamente ese ejemplo para ser aplicado en el Uruguay. 


El modificar el régimen tradicional de la jornada de ocho horas, en circunstancias como las que hoy vive el 
Uruguay, traerá como consecuencia una nueva caída salarial. Además, no creo que ello propenda a la 
creación de empleo. 


Notoriamente, la preocupación es tratar de encontrar vías para que haya mayores posibilidades de empleo. 
Entonces, ya que se menciona el ejemplo de Europa, quisiera saber si el Ministerio ha estado estudiando o 
está dispuesto a estudiar la rebaja del régimen de 48 horas a 40 horas semanales. Me gustaría conocer si 
existe algún estudio o valoración a ese respecto. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- En cuanto a la rebaja del régimen de 
48 horas semanales a 44, 40 o 35, podríamos estar de acuerdo en que el problema principal es si, 
consecuentemente, también habría una rebaja de salario. De todos modos, esa sería una forma de 
distribuir un bien escaso que es el empleo. Eso se ha visto no solo como una conquista para el 
trabajador individual, sino como un aporte para el nivel de empleo en general. 


En el Uruguay hay quienes han dicho -creo que es bastante sensato pensar esto y estudiarlo 
desapasionadamente- que una forma de mejorar en ese sentido sería la eliminación de las horas extras, de 
manera tal que el empleador se vea obligado a tomar nuevos empleados. Esas horas extras quedarían 
vacantes y podrían dar lugar a otros trabajadores. 


En relación al primer punto, le diría al señor Diputado Conde que pierda cuidado porque nosotros, de 
ninguna manera, tenemos la idea de levantar las limitaciones al tiempo de trabajo semanal y ni siquiera al 
diario. Una cosa es promediar el número de horas y otra cosa es dar la posibilidad de que en el total de la 
semana se trabaje más de cuarenta y ocho. 


El tema de la compensación se refiere a algo que no pasa por no pagar horas extras. Por ejemplo, si en esos 
dos días de doce horas se trabajan veinticuatro horas, y en los otros dos días otras veinticuatro, hay tres días 
libres limpios. Pero si se trabaja en esos días, se hacen horas extras y, por lo tanto, se paga doble. Le diría al 
señor Diputado que no habrá una baja del salario real, y con frecuencia al trabajador le va a resultar, dicho en 
forma absolutamente desapasionada y objetiva, un gran mecanismo para hacer posible esto. 


Recuerdo que siendo un abogado laboralista joven uno de los primeros casos que tuve a mi cargo fue el 
relativo a una empresa comercial en la cual se trataba de hacer una especie de cuenta corriente de horas 
extras. En el caso de la compensación nosotros establecemos límites totales, es decir, si no se compensa hoy, 
las pierde. No quiero hablar de ese tema, en primer lugar, porque no tengo el texto acá, en segundo término, 
porque no lo tengo del todo decantado y, por último, porque no lo he hablado con la gente del PIECNT y los 
empleadores. Cabe mencionar que los empleadores que participaron algo manifestaron. El PP-CNT participó 
menos, pero un abogado vinculado a ellos estuvo en la jornada de trabajo. Si hubiera traído este documento, 
lo hubiese leído aquí. Aclaro que no se elimina el pago de horas extras en ese proyecto; simplemente, se hace 
más fácil la adaptación. 


Quería comentar esa anécdota de mi primera experiencia. Se trataba de una empresa comercial que tenía 
doscientos trabajadores -era una cooperativa de consumo- y había acuerdo entre el sindicato de la empresa y 
la directiva en llegar a un convenio colectivo por el cual se establecía la posibilidad de que si alguien tuviera 
necesidad de estudiar, pudiera adelantar las ocho horas de ese día, es decir, se harían dos horas más de lunes a 
jueves y el viernes se dedicaría a estudiar. Entonces, se trabajaba el lunes, martes, miércoles y jueves diez 
horas, y el viernes se tenía libre. La cooperativa me contrató para decir si eso era posible desde el punto de 
vista legal y le dije que no. Tuve bastante presión por parte del sindicato; había una sola persona del sindicato 
de la cooperativa que no quería firmar. No se trataba solo del tema estudio; por ejemplo, puedo citar el caso 
de un dirigente sindical que tenía un grupo de amigos que venían de Suecia y no pudo ir a esperarlos porque 
perdía el día. El decía que después lo podía recuperar, pero no se puede hacer. 


A estos proyectos voy a tratar de traerlos de la forma más consensuada posible; de todas maneras, los 
Diputados tienen la última palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Simplemente, quería hacer una pequeñísima acotación sobre el problema que 
representa el proyecto en cuanto al contralor. Desde el punto de vista del contralor es mucho más 
difícil; es mucho más fácil violar la norma. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Seguramente, esta no será la última vez en el año que nos encontremos con el 
señor Ministro. 


Me quedé con la reflexión en cuanto a "competir con los malabaristas"; desde el Estado aspiro a que se 
compita con otras cosas. El que quiera ser malabarista que lo sea por opción libre y no porque este sea su 
único medio. De hecho, esto reivindica al economista Notaro y a esta Comisión cuando sale de alguna 
manera a apoyar esa alternativa para paliar una situación. De alguna forma, se descalificó, como en tantos 
otros comentarios, a ese apoyo de la Comisión a proyectos como ese, en esa coyuntura. Quiero que el señor 
Ministro se vaya más que con una pregunta, con una reflexión de futuro, que me gustaría conversar con él. 


Creo que un país se compara con otras realidades, pero también con su propia historia. Cuando el señor 
Ministro nos traslada sus proyectos, yo los veo como netamente de coyuntura, para salir del paso. Desde el 
punto de vista personal, me hubiera gustado que esto se hubiera trasladado desde el Poder Ejecutivo cuando 
se empezaron a observar algunos indicadores que nos preocupaban. Pero bueno, lo que no se hizo, no se hizo. 
De última creo que estos son proyectos que se plantean para una coyuntura nacional y regional, comparando 
realidades e intercambiando experiencias, lo que siempre es muy válido. Pero estando ya en el siglo XXI 
frente a una realidad que nos está mostrando una sociedad uruguaya con indicadores de pobreza y 
marginalidad -que el Ministro conoce mejor que nadie porque está en un área de corte netamente social- creo 
que deberíamos hablar de planificaciones de mediano y largo plazo. Tenemos que saber hacia dónde vamos. 


Cuando el señor Diputado Díaz establecía puntos para un debate, creo que lo hacía pensando en una política 
de mediano y largo plazo, por la que debemos empezar a transitar. Con esto no estoy diciendo que la 
propuesta del señor Ministro no sea un aporte. Independientemente de la posición que podamos tener sobre 
cada uno de los proyectos, creo que sí es un aporte y estamos dispuestos a trabajar. Estamos tratando de 
colaborar en esta coyuntura porque nos va la vida a todos. Pero me parece que el nudo de todo esto es 
empezar a pensar el Uruguay desde el punto de vista del empleo en esta coyuntura nacional y regional, 
mirando las cosas con una visión un poco diferente y no para el "mientras tanto". 


Me gustaría que en la próxima invitación al señor Ministro nos abocáramos a estudiar un proyecto de 
modificación de las asignaciones familiares, tema que nos interesa mucho porque tiene mucho que ver con el 
Uruguay del siglo XXI. Podríamos empezar a replantearnos este régimen de asignaciones familiares, que fue 
modificado pero en la reglamentación no se cumplió con el espíritu de los legisladores, entre otros, el actual 
Ministro de Economía y Finanzas y el consejero Corbo. En esta coyuntura es muy importante tener un debate 
para analizar estas reformas profundas y empezar a trabajar en esto. 


¡Bienvenido todo lo que sirva para paliar esta coyuntura! Teniendo en cuenta que el señor Ministro tiene una 
vasta trayectoria en materia académica, que puede intercambiar experiencias y que, además, tiene 
conocimiento de la realidad normativa del país, queremos ver si podemos darnos ese debate. La verdad es 
que lo normativo dista mucho de estar acompasando la realidad. Entonces, sería bueno llevar adelante ese 
debate, pero no podemos esperar mucho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que ha sido útil la comparecencia del señor Ministro, pero creo 
que quedan algunos asuntos pendientes que tienen que ver con su Cartera. Entonces, si el señor 
Ministro y los miembros de la Comisión no tienen inconveniente, propongo continuar con este tema - 
que me parece de particular urgencia y correlación con nuestro trabajo- la próxima semana. 


SEÑOR DÍAZ.- En la misma línea de pensamiento que señala el señor Presidente, sugiero que la 
próxima comparecencia del señor Ministro sea después de que los proyectos estén concluidos. Se nos ha 
dado una visión global de las iniciativas, pero sería bueno estar juntos nuevamente cuando se 
formalicen ante el Parlamento, para poder trabajar ya con un texto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que sucede es que la Comisión ya tiene otros proyectos. 


Por otra parte, la señora Diputada Argimón, el señor Diputado Conde e, inclusive, el señor Diputado Ruben 
Díaz, han planteado temas que exceden absolutamente la temática de hoy. 


Me parece que el diálogo con el señor Ministro es esencial para el trabajo de esta Comisión en virtud de la 
competencia de su Cartera. Entonces, consulto al señor Ministro si puede asistir la próxima semana. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Agradezco la invitación, pero creo que 
va a ser difícil para mí llegar a la próxima semana con los cuatro temas propuestos estudiados. Fíjense 
que la señora Diputada Argimón pregunta a qué empleo queremos llegar los uruguayos o qué tipo de 
solución definitiva o más permanente puede haber. Estos son asuntos que ni siquiera se los podríamos 
plantear a Leonardo Da Vinci... (Hilaridad) - a gente más sabia; yo soy un pobre laboralista y estos son 
temas que requieren una reflexión filosófica, antropológica y sociológica de la realidad del Uruguay. ¿A 
dónde queremos ir? ¿Vamos a ser un país agrario o industrial? Estas preguntas ameritan un debate 
general. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Si yo fuera Ministra de Trabajo y Seguridad Social en momentos en que el 
índice de desocupación es el más alto de la historia, el gran desafío sería -además, estoy dispuesta a 
acompañarlo en todas las instancias de debate que signifiquen avanzar en este tema- no plantear tres o 
cuatro proyectos para el "ahora" sino sentar las grandes líneas de hacia dónde tiene que caminar el 
país, o por lo menos intentar hacerlo. En ese sentido iban mis preguntas. 


Además, me parece que esta tarea no la tiene que hacer usted solo; supongo que alguna vez se sentará a 
hablar con el Ministro de Economía y Finanzas, porque forman parte del mismo Poder Ejecutivo. 


(Diálogos) 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- En este momento, nuestra Cartera 
está estudiando estos proyectos. De ninguna manera se me escapa que esta no es la forma de solucionar 
el problema del empleo de los uruguayos. Este problema se soluciona con empleos genuinos en 
empresas prósperas, dinámicas y con capacidad de exportación. Al mismo tiempo, ese crecimiento debe 
ser con equidad de manera que el factor mano de obra de esas inversiones sea ponderado a la hora de 
fomentarlas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que la señora Diputada Argimón pedía una aproximación sobre los 
puntos de vistas del señor Ministro respecto a temas que realmente angustian y que, como legisladores, 
no tenemos más remedio que considerar. 


También nos quedaron en el tintero las reflexiones que el señor Ministro prometió sobre el proyecto de la 
señora Diputada Topolansky. 


Entonces, pienso que podríamos considerar estos temas junto al señor Ministro el próximo lunes. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Ese día podría referirme al proyecto 
de la señora Diputada Topolansky; después me gustaría volver a tratar lo relativo a las asignaciones 
familiares y más adelante al incentivo a la contratación y a las alternativas a la propuesta de 
exoneración patronal genérica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, nos reuniríamos el próximo lunes a la hora 15 y 40. 
SEÑORA RONDÁN.- Quiero excusarme por llegar tarde; tenía una reunión a la que no podía faltar. 


No escuché las explicaciones del señor Ministro, lo cual lamento profundamente. De todas maneras, quiero 
hacer alguna puntualización para que conste en la versión taquigráfica. 


Está claro que el tema del empleo no solo tiene que ver con el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social. 
Es un tema del Poder Ejecutivo en su conjunto y de todos los que, de una forma u otra, nos sentimos parte de 
él desde el Poder Legislativo. 


Desde mi punto de vista queda como una broma eso de que el señor Ministro Pérez Del Castillo no se reúne 
muy seguido con el señor Ministro Atchugarry; supongo que debe hacerlo mucho más que nosotros. Lo doy 
por descontado. Coincido con el señor Ministro en que este no solo es un problema suyo, pero él forma parte 
del equipo de Gobierno y, por lo tanto, debe estar en consonancia con el resto de los Ministerios. 


Ahora, no sé si de acá al lunes el señor Ministro podrá venir a la Comisión con todos esos temas prontos; tal 
vez sea poco tiempo. Con la transparencia que me caracteriza quiero decir que ya hablé con el señor Ministro 
Atchugarry del proyecto de la señora Diputada Topolansky. Como integrante de la Comisión me pareció que 
tenía la obligación de hacerlo, ya que en aquel momento todavía no se había integrado el señor Diputado 
Ruben Díaz y nuestro compañero el señor Diputado Scavarelli estaba enfermo. 


Por lo tanto, me gustaría que el señor Ministro conversara -no estoy señalando caminos- con el señor 
Ministro Atchugarry -reitero: yo ya lo hice- acerca del proyecto de la Diputada Topolansky. 


Sé que la opinión del señor Ministro sobre el proyecto no está muy lejana de la que yo tenía. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos que tratar de socializar las opiniones y los puntos de vista. 


SEÑORA RONDÁN.- Lo haré con muchísimo gusto. Lo que sucede es que esta es la primera vez que 
vengo a la Comisión. 


Reitero: conozco la opinión del señor Ministro en cuanto a los costos de ese proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esto lo vamos a discutir en su oportunidad. Ahora, estamos tratando de fijar 
una reunión con el señor Ministro para tratar el proyecto de la señora Diputada Topolansky, el tema 
relativo a las asignaciones familiares y lo planteado por el señor Diputado Ruben Díaz. Con estos temas 
podremos comenzar un diálogo con el señor Ministro que nos parece absolutamente fundamental para 
una Comisión con un nombre tan importante. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Me gustaría que se invitara al señor 
Ministro Atchugarry para hablar sobre el proyecto de la señora Diputada Topolansky. Creo que no 
tiene sentido que yo venga solo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Ministro de Economía y Finanzas ya conoce esa invitación y todo 
depende de su disponibilidad de tiempo. Igualmente haremos el esfuerzo. 


SEÑOR MIERES.- El año pasado el Ministro estuvo con nosotros en relación a ese proyecto e, 
inclusive, hizo un análisis que le envió a la señora Diputada Topolansky acerca de su costo. Entonces, 
uno se pregunta ¿cuánto más se puede avanzar? Porque a esta altura la cuestión central es el 
financiamiento, aparte de algunos aspectos que tienen que ver con la forma en que se podrían dar esas 
prestaciones. Estamos hablando de alrededor de US$ 24:000.000 al año. 


Entonces, la pregunta sería ¿en qué avanzamos la semana que viene con la presencia del señor Ministro de 
Trabajo y Seguridad Social en ese tema? 


En cuanto al tema de las asignaciones familiares creo que sí es válido porque de ello no habíamos hablado 
antes con el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social. 


(Se retira de sala el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social y sus asesores.) 


SEÑORA ARGIMÓN.- Tendríamos que ordenarnos, ya que habíamos quedado en ajustar el 
diagnóstico que habíamos hecho. Estamos convencidos de que nuestro diagnóstico fue fantástico, pero 
también es cierto que han pasado dos años desde que lo hicimos y nos habíamos puesto de acuerdo en 
avanzar, así como en ajustarlo de acuerdo a los tiempos que corren. Nos parece que es un material 
importante para tenerlo actualizado y algunas de las acciones que están aconteciendo nos dan la razón. 
Creo que una nueva contribución sería ajustar ese diagnóstico desde el Parlamento. 


No quisiera empezar otro invierno sin tener una reunión con las organizaciones no gubernamentales que 
hacen un trabajo con los niños en situación de calle. El otro día estuve reunida con algunos de sus integrantes 
y me parece que es muy importante tener contacto con gente que hace muchos años que está trabajando en 
este tema. Creo que ellos nos pueden dar algunas pautas de cómo hincarle el diente a un tema que 


evidentemente tiene muchos ribetes, muchos de incomprensión, por actores políticos, porque no es un 
fenómeno fácil de abarcar y no todos lo entienden, pero me parece que la realidad social imperante hace que 
el Parlamento tome, primero, conocimiento de los operadores de calle y después se verá efectivamente como 
se puede trabajar, articulando el trabajo parlamentario y acercando a unos y a otros. Sabemos que el 
programa de Presidencia está trabajando en el tema, pero nos gustaría hablar con los operadores de calle. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de que usted llegara yo informé que me habían entrevistado algunos 
operadores en cuanto al tema de la situación de calle y me dijeron que están particularmente 
interesados en hacer un coloquio, un seminario o una reunión y así tener oportunidad de ser 
escuchados. Cuando me plantearon esto manifesté que estaba de acuerdo y un poco en forma 
inconsulta, porque me parecía que había tiempo escaso, los cité para el próximo lunes. Estoy en total 
coincidencia con la señora Diputada porque me parece que es un tema realmente muy duro e 
importante y que tenemos abordar. Si esta Comisión no lo aborda no lo hará nadie. 


SEÑORA SECRETARIA.- Viene el Centro por la Dignidad Humana que son aquellas personas que 
trabajan con población en situación de calle y con la población del Vilardebó 


SEÑORA ARGIMÓN.- Hay muchos más, como, por ejemplo, Gurises Unidos. 


SEÑORA SECRETARIA.- Ellos proponían la realización de un taller, coordinado con ANONG. Venían 
a presentar a la Comisión la posibilidad de que esta apoyara la realización de ese taller. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, invitaríamos a ANONG y a aquellas delegaciones que solicitaron 
una entrevista. Me pareció que era gente muy dedicada, así como muy vocacional y con mucho impulso 
y coraje. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la Secretaría hace extensiva esta invitación creo que ello será útil porque 
nos permitirá adelantar en el tema de crear un ámbito para que las organizaciones soliciten el apoyo de 
la Comisión. 


SEÑORA RONDÁN.- Me llamaron los Ediles de Artigas, de todos los Partidos, y me dijeron que 
vienen el jueves. Pienso que quizás la Comisión, en su totalidad, no podrá hacerlo, pero se podría 
formar un grupo para recibir a esta gente que viene de Artigas. A las tres de la tarde tienen una 
reunión con el señor Gasparri pero luego de esa hora no tendrían problema 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se coordina hora para el jueves a la hora 16. 


Se levanta la reunión. 


(Es la hora 17 y 6) 


Tí maana dal mia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


